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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvador, a las once horas con cinco 

minutos del día dieciséis de abril de dos mil veintiuno. 

Mediante resolución pronunciada el día diez de febrero del corriente año (f. 13), se 

requirió al señor que, indicara de manera clara y precisa las 

razones por las cuales atribuía la posible transgresión al artículo 6 letra i) de la Ley de Ética 

Gubernamental, en lo sucesivo LEG, al licenciadc t, Decano 

de la Facultad de Ciencias Naturales y Matemática de la Universidad de El Salvador (UES). 

En ese contexto se recibió escrito presentado el día uno de marzo del año que transcurre, 

por el señor Burgos Amaya (fs. 17 y 18). 

Al respecto. este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

I. El señor señala, en síntesis, que el licenciado le negó el 

ingreso a él y a otros doscientos estudiantes al no haber juramentado en ese entonces a los 

representantes de la Junta Directiva de la Facultad de Ciencias Naturales y Matemática de la 

UES, ya que afirma era una obl.igación de .l Decano de la Facultad. 

Indica que después de meses de incertidumbre obligaron al Decano a dar un fallo favorable 

al ingreso de los estudiantes. pero aun así transcurrieron otros meses más para que aprobara dicha 

decisión, y afirma que tal medida era utilizada por el referido servidor público como mecanismo 

de presión para negociar con la Junta Directiva, a cambio de su voto, pues en una sesión él se 

abstuvo mientras que los demás votaron unanimente, por lo que considera que en dicho proceso 

el denunciado ha incumplido el artículo 6 letra i) de la LEG. 

II. El poder sancionatorio que tiene este ente administrativo contralor de la ética en la

función pública, ha sido habilitado constitucionalmente por el Art. 14 de la Constitución, siendo 

una potestad jurídicamente limitada por la ley, que constituye una de las facetas del poder punitivo 

del Estado. 

El ejercicio de las facultades y competencias del Tribunal de Ética Gubernamental (TEG), 

·es un reforzamiento de los compromisos adquiridos por el Estado a partir de la ratificación de la

Convención lnteramericana contra la Corrupción y la Convención de las Naci.ones Unidas contra

la Corrupción. Es así como el legislador, consciente de la importancia que el desempeño ético de

la función pública reviste en un Estado de Derecho, estableció un catálogo de deberes que rigen el

actuar de todos aquellos que forman parte de la Ad.ministración Pública; además, de un listado de

conductas que conforman materia prohibitiva para el proceder de estos sujetos.

De tal forma, el procedimiento administrativo sancionador competencia de este Tribunal 

tiene por objeto determinar la existencia de infracciones a los deberes y prohibiciones éticas 

reguladas en los artículos 5, 6 y 7 de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo LEG por parte 

de las personas a quienes se aplica dicha ley, y sancionar a los responsables de las mismas. 

No obstante ello, el artículo 81 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental (RLEG), 

establece los supuestos que constituyen causales de improcedencia de la denuncia, entre ellos, que 
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter confidencial. En 
ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, conforme a lo establecido en el 
artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la segunda versión pública en aplicación del 
criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020.








